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Este informe se origina en un breve estudio de las tendencias in-

ternacionales en materia de racismo y discriminación racial2  que

el Consejo Internacional para Estudios de Derechos Humanos pre-

paró en 2000.3  Quedó patente que algunos casos de discrimina-

ción racial están especialmente arraigados y es difícil reformar-

los. Este era el caso, por ejemplo, de la discriminación contra los

dalit (intocables) en la India, los romaníes en Europa y los haitianos

en la República Dominicana. En todos ellos, pese a las diferen-

cias en otros aspectos, la marginación económica estaba firmemen-

te asociada con la discriminación por motivos de raza y linaje, lo

que ha ocurrido desde hace largo tiempo.

Una gran parte de aquel informe precedente trataba sobre el

problema de la negación y los límites de la acción judicial. ¿Hasta

qué grado podían eliminarse mediante intervenciones y soluciones

jurídicas la discriminación o el estigma racial? Aunque era obvio

que la acción judicial es esencial, ya que la ausencia de una ley

adecuada y las políticas insuficientes o abusivas son responsables

de muchos de los problemas identificados, resultó evidente que la

acción judicial por sí sola no llegaría a resolver el problema. Las
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minados “justificaba” su explotación, y el empobrecimiento

consiguiente “demostraba” su inferioridad. Los dos procesos

se ratificaban el uno al otro. Además, con el paso del tiempo,

las desigualdades sociales, políticas y económicas resultan-

tes llegaron a arraigarse. La suposición de que un grupo era

“naturalmente” pobre por ser inferior se afianzó entre genera-

ciones, y las diferencias de oportunidades (acceso a la salud,

la educación, el empleo, etcétera) se hicieron sistemáticas. Al

no darse como contrapeso una fuerza de reforma, el grupo dis-

criminado difícilmente puede escapar de su pobreza o del

estigma6  que lo fortalece, y el paso del tiempo no hace sino acre-

centar la separación entre el grupo dominante y el grupo do-

minado. Para complicar aún más las cosas, sucede a menudo

que algunos miembros del grupo oprimido internalizan (y por

consiguiente confirman con su comportamiento) algunas de las

suposiciones en las que sostienen el trato que reciben del gru-

po dominante.7

Para transformar una situación de este tipo es necesario que

las políticas se ocupen de ella desde ángulos diversos. Las

autoridades deben no sólo proporcionar a estos grupos protec-

ción legal sino también remediar el legado histórico de pobre-

za suministrando recursos –educación, atención médica, em-

pleo– que a la larga capacitarán a los miembros de estos grupos

a competir con otros en condiciones de relativa igualdad. No

es suficiente: también es necesario ocuparse de las actitudes

y percepciones; tanto de las presunciones de la “opinión ge-

neral” como de las percepciones de los grupos discriminados,

que puede que de otro modo no confíen lo suficiente en cual-

quier proceso de reforma como para que tenga éxito. En este

sentido, es fundamental reconocer que las percepciones de la

historia tienen una profunda influencia en el modo en que se

crean y se mantienen las desigualdades (y las percepciones de

desigualdad que hacen posible la persistencia de la discrimi-

nación racial y el estigma).

En un lugar común hacer la observación de que, probable-

sanciones judiciales podrían prevenir o impe-

dir ciertos comportamientos pero no podían

cambiar la mentalidad de las personas: nues-

tra negación del prejuicio en nosotros mismos,

nuestra adaptación a los prejuicios de otros y

nuestra capacidad de trasmitir la intolerancia

de generación en generación. Las actitudes y

su transmisión se encuentran en el fondo de la

persistencia y el poder continuado del racismo.

Por consiguiente, el Consejo Internacional

decidió hacer consultas para ver si las combi-

naciones de políticas podrían tener un efecto

positivo en este tipo de casos, las cuales tu-

vieron como resultado este documento.

Este informe no pretende ser un estudio

exhaustivo de las temas tratados. Existe una

extensa producción académica sobre las cues-

tiones que aquí se debaten4  y no enumeramos

ni analizamos todos los casos que podrían ser

relevantes. El enfoque fue examinar un peque-

ño número de casos, de distintos tipos y pro-

cedentes de diversas partes del mundo, en los

que existe una clara asociación histórica en-

tre la privación económica y la discriminación

racial, y compararlos para identificar reco-

mendaciones en materia normativa.

No obstante, en todos los casos estudiados,

la discriminación respaldaba la marginación

económica y viceversa. Los miembros de los

grupos discriminados llegaron a sufrir explo-

tación y marginación económica5  y, al mismo

tiempo o en periodos distintos, se les consideró

inferiores.

Desde el punto de vista de los grupos do-

minantes, la inferioridad de los grupos discri-
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mente, las soluciones a los problemas comple-

jos serán a su vez complejas. No obstante, esto

tiene consecuencias para las personas con

competencia decisoria que verdaderamente

deseen cambiar o transformar la discrimina-

ción y el estigma en sus sociedades.

El problema

Es importante señalar desde el comienzo que

los casos que se estudian aquí son apenas com-

parables en numerosos sentidos. La experien-

cia de un pigmeo twa en los Grandes Lagos es

muy distinta de la de un romaní en Europa

oriental, o la de un afroamericano en Estados

Unidos. Las diferencias son obvias en cuanto

a las relaciones sociales, la situación jurídi-

ca y la compensación, la educación, la percep-

ción de la historia y las oportunidades econó-

micas, por citar algunas.

No obstante, hay un estado común decisivo

bajo estas diferencias. Se impide en un grado

significativo que los miembros de los grupos

que sufren discriminación racial y pobreza

alcancen su potencial y como grupo continúan

así, en comparación con otras personas de la

misma sociedad;8  es decir, enfrentan obstácu-

los en diversos niveles.

Impedimentos a un trato igual
El primer obstáculo es el reconocimiento des-

igual conforme a la ley. Algunos grupos discri-

minados no tienen derechos de ciudadanía o

sus derechos jurídicos están reducidos. En

Japón, las personas de linaje coreano no dis-

frutan de plenos derechos de ciudadanía y no

pueden convertirse en ciudadanos japoneses, incluso si sus

familias han residido en Japón a lo largo de varias generacio-

nes. Los antiguos residentes pueden solicitar la ciudadanía ja-

ponesa y lograr naturalización de conformidad con la ley de na-

cionalidad de 1950, pero antes deben demostrar una “prueba

de asimilación”.9

El nivel de vida de los palestinos ha empeorado notablemen-

te a causa de la discriminación sostenida y sistemática que han

sufrido, y debido al estatuto desigual que se les asigna bajo la

ocupación israelí. Las autoridades israelíes rigen las condicio-

nes de vida de los palestinos (entre ellas, la ausencia de servi-

cios de infraestructura, la confiscación de tierra y la demoli-

ción de casas civiles) que, entre otras consecuencias, han

tenido por efecto el aumento de los índices de anemia y morta-

lidad infantil.10

En varias partes del mundo, el reconocimiento desigual fue

la regla hasta fecha reciente. Hasta la década de 1990, en

Sudáfrica se impedía a las personas de linaje africano presen-

tarse como candidatos políticos, votar, casarse con quien eli-

gieran y se las excluía del acceso a una buena educación o a

empleos profesionales. En muchos estados de Estados Unidos,

hasta la década de 1960, se negó a los afroamericanos un acce-

so igual conforme a la ley a los servicios y medios públicos, entre

otros. En un pasado más lejano, a los esclavos –por ejemplo, en

Estados Unidos y Brasil– se les denegaba a la ciudadanía.11

Otras poblaciones han sido excluidas de regímenes jurídi-

cos nacionales, por motivos que no eran (de modo explícito e

intencional) ideológicos o discriminatorios. Fue éste el caso de

los twa en los Grandes Lagos, los shuar en Ecuador y los pue-

blos indígenas en Canadá. Durante años, estos grupos vivieron

al margen de la sociedad en general, separados de la educación

y de las oportunidades que otros tenían a su disposición.

Abstenerse de aplicar las leyes o de implementar un esta-

tuto jurídico igual representa otro nivel de obstáculo. Algunos

grupos que sufrieron discriminación jurídica en el pasado es-
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zan la fase de enjuiciamiento quedan a menudo impunes; y los

afrobrasileños no pueden confiar en que la ley proteja sus

derechos.

La conducta de la policía y de las organizaciones encarga-

das de hacer cumplir la ley es especialmente importante. En

muchas sociedades –y también en este sentido los dalit son un

ejemplo destacado– estas instituciones se abstienen de

proteger de ataques a los grupos marginados o no investigan

debidamente las amenazas o los delitos de los que son víctima.

En algunas sociedades, la misma policía es responsable de la

violencia delictiva dirigida contra grupos vulnerables y

discriminados.13  La violencia bajo custodia policial, el

hostigamiento de la policía y los índices de detención despro-

porcionados son problemas comunes. Incluso en Estados

Unidos, donde los grupos discriminados disfrutan de una pro-

tección jurídica formal considerable y un panorama de repa-

ración legal razonablemente adecuado, es común la parciali-

dad en el nivel de aplicación. Un caso oportuno es el de los

“criterios raciales” usados por la policía al dar el alto. Según

una encuesta realizada entre marzo y abril de 2001 por The Was-

hington Post, la fundación Henry J. Kaiser para la Familia y la

Universidad de Harvard, 52 por ciento de los afroamericanos

varones dijeron que la policía les había dado el alto injusta-

mente por ser negros.14

El tercer nivel de obstáculo es el acceso desigual a servicios

cruciales para el desarrollo a largo plazo de comunidades y per-

sonas. Es posible que los grupos que son víctimas del estigma

social tengan el mismo estatus conforme la ley e incluso pue-

dan exigirlo; es posible, sin embargo, que por diversas razones

tengan un acceso deficiente o desigual a escuelas, viviendas,

educación superior, atención a la salud, etcétera. Como resul-

tado, tienen menos conocimientos especializados, menos mo-

vilidad, peor salud y son más pobres; y sus hijos también.

Por ejemplo, los brasileños de linaje africano tienen índi-

ces desproporcionadamente altos de desempleo, analfabetismo

tán en condiciones de ejercitar sus derechos

y hacer frente por medios jurídicos a la discri-

minación continuada, pero otros no lo están.

A raíz del movimiento a favor de los derechos

civiles, en Estados Unidos los afroamericanos

han estado protegidos (en términos generales)

por leyes antidiscriminatorias y han podido

ejercitar muchos de esos derechos. Ha surgido

una clase media y numerosos afroamericanos

han obtenido puestos en la sociedad que

habrían sido denegados a sus padres o a sus

abuelos.12  Por el contrario, en muchas otras

sociedades se han otorgado derechos jurídicos

pero éstos no han llegado a aplicarse. En la

India, las leyes que protegen a los dalit contra

la discriminación generalmente no se aplican.

Por consiguiente, el cambio en la posición

social y económica de los dalit ha sido lento.

Es frecuente la discriminación en el empleo y

en el acceso a educación y a otros servicios,

y los dalit que exigen sus derechos jurídicos

(por ejemplo, el derecho a la tierra) pueden

convertirse en blanco de represalias violentas.

La ley no ofrece adecuada protección o sim-

plemente no ofrece protección.

En un elevado número de sociedades, las

instituciones judiciales y de gobierno aplican

la ley de modo abusivo y, a menudo, con im-

punidad. El racismo consciente o inconsciente

de los funcionarios judiciales protege las prác-

ticas discriminatorias, incluso aunque la ley

las prohiba. Los jueces corruptos o parciales

obstruyen los esfuerzos dirigidos a presentar

casos antidiscriminatorios. Por ejemplo, los

abusos cometidos contra los dalit que alcan-
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y mortalidad infantil y adulta, así como bajos

índices de ingresos.15  Pese a pertenecer a una

de las categorías con mayor necesidad de

protección social, las comunidades romaníes

de Europa Occidental continúan sin poder

acceder en la práctica a numerosos servicios

sociales, servicios de atención a la salud y pro-

gramas de viviendas en particular.16 Pueden

encontrarse constantes similares entre los

afroamericanos, los pueblos indígenas de

Canadá, los aborígenes australianos y los twa.

El cuarto tipo de obstáculo es más informal.

Especialmente en los lugares con una larga

historia de discriminación racial, las relacio-

nes tanto sociales como económicas y políticas

pueden encontrarse separadas. Se excluye a

los grupos marginados de redes sociales y por

consiguiente de acceso a contactos y oportu-

nidades que están a disposición de otras

personas: recomendaciones para obtener pres-

tamos, información sobre oportunidades de

empleo, contactos de negocios, etcétera. Las

persistentes desigualdades raciales conti-

núan, en parte debido a este tipo de exclusión

social informal.17

En resumen este tipo de grupos discrimi-

nados sufre distintos grados de desventajas.

Los afroamericanos se enfrentan a una discri-

minación formal relativamente baja; no cabe

duda si se los compara con la mayoría de los

otros grupos estudiados. No obstante, conti-

núan sufriendo estigmatización y en muchas

partes del país son víctimas del acceso des-

igual a servicios esenciales, o los servicios a

los que tienen acceso son de calidad inferior.

Como los afroamericanos, los pueblos indígenas de Canadá

tienen asegurado el acceso a los servicios de enseñanza y de

salud (si pueden permitírselos), pero viven separados física-

mente del resto de la sociedad. Los romaníes y los dalit

experimentan altos índices de discriminación y una grave

estigmatización. El estatuto jurídico de los pigmeos twa recibe

una protección aun menor que el de los dalit en la India. A los

dalit, los romaníes y los twa se les niega a menudo el acceso a

servicios esenciales, por ejemplo de salud o educación (incluso

cuando se dispone de ellos).

Existen aquí indicios de una relación entre niveles de dis-

criminación y niveles de estigma. Cuando se pone freno con efec-

tividad a la discriminación, es probable que haya menos

estigmatización, o que no sea tan evidente. En la medida en que

el estigma es un efecto directo, indica que las sanciones judi-

ciales tienen valor incluso si se les aplica de manera imperfecta.

El elemento unificador crucial es económico. En las socie-

dades estudiadas, la brecha económica entre los grupos domi-

nantes y los grupos sometidos al estigma racial no se ha cerrado,

no está cerrándose y en algunos casos se están ensanchando.

Es así incluso después de que en algunos países se hayan hecho

numerosas intervenciones legales para proteger los derechos

de los grupos discriminados, y en otros hayan estado operativas

durante años políticas de acción afirmativa. En todos los casos,

la barrera de la pobreza y los signos de trastorno social que la

acompañaban persisten y se han ahondado.

La brecha de la pobreza

En Estados Unidos, casi un siglo y medio después del fin de la

esclavitud, la vida social aún se caracteriza por una estratifi-

cación social significativa. Existen desigualdades sustantivas

entre blancos y veles de ingresos y riqueza, resultados de prue-

bas de inteligencia, índices de encarcelamiento y de víctimas

de delitos, salud y estadísticas de mortalidad.

Entre 1987 y 1993 en la India, el porcentaje de dalit que
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blanca en cuanto a mortalidad infantil, mortalidad maternal y

mortalidad por causas externas. Los índices de mortalidad

infantil son del sesenta y dos por ciento para los afrobrasileños

y del treinta y siete por ciento para los brasileños blancos. El

acceso a agua canalizada es significativamente inferior para

los afrobrasileños (64  por ciento) que para los brasileños blan-

cos (81 por ciento). Las cifras relativas a la esperanza de vida

revelan que, aunque las mujeres viven en general más que los

hombres, las mujeres de raza negra en Brasil mueren antes que

los hombres de raza blanca. Los estudios indican que las dife-

rencias salariales en Brasil aumentan con el nivel de educa-

vivían por debajo del nivel de pobreza aumen-

tó un cinco por ciento. En 1993, la mitad de la

población dalit vivía por debajo del nivel de

pobreza, frente al treinta por ciento de la po-

blación en general. En los años posteriores, la

brecha de la pobreza se ha ahondado aún más,

de la mano de un Estado que ha continuado

absteniéndose de asignar y distribuir los re-

cursos con equidad.18

En Brasil, existen firmes y notables

desigualdades entre las poblaciones negra y
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ción de los trabajadores negros;19 algunos in-

vestigadores sostienen que la discriminación

aumenta con el estatus social y los ingresos.20

En Ecuador, la desigualdad económica

entre los pueblos indígenas y el resto de la

población ha tendido a ahondarse mientras

que le Producto Nacional Bruto ha aumentado,

incluso cuando los grupos indígenas ecuato-

rianos tienen un historial relativamente

marcado de desarrollar sus propias institucio-

nes políticas y económicas.21

Otros casos confirman una constante simi-

lar. En la Sudáfrica post-apartheid, el núme-

ro de hogares negros que ganan tanto o más que

la media de los hogares blancos se ha elevado

de menos de un millar a 1.2 millones en me-

nos de una década. No obstante, estas mejo-

ras se concentraban en una clase media alta

negra que se benefició de las políticas de ac-

ción afirmativa del nuevo gobierno. A lo largo

del mismo periodo, el ingreso anual medio del

cuarenta por ciento más pobre de sudafricanos

negros se redujo cuando la reestructuración de

la economía emprendida por el gobierno fra-

casó en su intento de crear puestos para tra-

bajadores sin conocimientos especializados.22

Igualmente en Australia la población indí-

gena continúa estando en situación de desven-

taja frente a la población no indígena. En el

noroeste del país, los yamatji han sufrido un

largo historial de privación y marginación.

Actualmente el índice de desempleo entre la

población aborigen es del veinticuatro por

ciento, frente a una media del ocho por ciento

en el resto de la población. El cuarenta y ocho

por ciento de los hogares indígenas tienen ingresos inferiores a

$ 500 (dólares, estadounidenses), comparados con el cuatro por

ciento de los hogares no indígenas.

La brecha de los conocimientos especializados
El acceso a la educación resulta primordial para la igualdad

de oportunidades, pero los sistemas educativos tienden cons-

tantemente a abandonar a las comunidades discriminadas. A

menudo perpetúan el racismo y la discriminación, mientras que

los miembros de los grupos históricamente discriminados

tienden a obtener bajos rendimientos transmitiendo la des-

igualdad a la generación siguiente.

En la India, un elevado número de niños dalit abandona la

escuela.23  Muchos lo hacen para complementar los ingresos fa-

miliares o porque no pueden costear las cuotas. Algunos dejan

los estudios debido a que han perdido la fe en la educación. Es

frecuente que se obligue a los niños dalit a sentarse al fondo

de las aulas, y sus maestros y compañeros los conviertan en

blanco de malos tratos, insultos y otros tratos degradantes. La

distancia en el porcentaje de alfabetización entre los dalit y

otros indios ha seguido siendo prácticamente la misma; entre

1961 y 1991 se redujo solamente 0.39 por ciento.

Existe una política gubernamental de cuotas para garanti-

zar el acceso de los dalit a empleos especializados. Sin embar-

go, permanecen sin cubrirse el cincuenta y cuatro por ciento

de los puestos asignados en el gobierno central y más de 88 por

ciento de los puestos en el sector público. Las personas de cas-

tas superiores ocupan 90 por ciento de los puestos de ciencias

sociales y 94 por ciento de los puestos científicos en la ense-

ñanza universitaria, frente a los dalit (que representan cerca

de 20 por ciento de la población india), que ocupan exactamente

1.2 por ciento y  0.5 por ciento de estos puestos.

En la Región de los Grandes Lagos, menos de 0.5 por cien-

to de la población twa ha completado los estudios secundarios.

Prácticamente ninguno de sus miembros posee un título uni-



25

pueblo nómada dedicado tradicionalmente a la caza y la pes-

ca, tienen actualmente uno de los índices de suicidio más ele-

vados del mundo, así como un nivel anormalmente alto de mor-

talidad infantil y muertes relacionadas con el alcohol.25  Su

estilo de vida se ha visto afectado por una gran explotación

hidroeléctrica en Labrador, y por ejercicios militares de vue-

lo. Al mismo tiempo, no ha surgido una economía alternativa.

Para proteger los derechos de los indígenas, el gobierno cana-

diense protegió la tierra y la propiedad de éstos a la vez que

restringió la capacidad de los dirigentes políticos indígenas

para iniciar y regular la actividad económica.26  Como conse-

cuencia, los inversores privados se han sentido incapaces de

asumir el riesgo.

En Brasil, doce años después de que la Constitución brasi-

leña reconoció el derecho a la propiedad de los quilombos

(comunidades rurales de los descendientes de esclavos afri-

canos), muy pocos son los que han logrado obtener un título de

propiedad de la tierra. La ausencia de regulación, los conflic-

tos entre distintas secciones del gobierno, las presiones de em-

presas y personas con intereses sobre esas tierras, así como la

falta de voluntad política han impedido a estas comunidades

obtener derechos de tierras.

En la India, la mayoría de las víctimas dalit son trabajado-

res agrícolas sin tierra. Los pocos que la poseen pertenecen a

la categoría de terrateniente marginales. Dado que la tierra es

la propiedad primordial en las áreas rurales, esta falta de ac-

ceso a la tierra hace a los dalit especialmente vulnerables des-

de el punto de vista económico.

Ausencia de información estadística

En numerosos países, las estadísticas públicas no se encuen-

tran disponibles, no son precisas o no están desglosadas. Por

consiguiente, no es posible evaluar en qué medida determinados

grupos son objeto de prácticas discriminatorias a manos de la

policía y los funcionarios judiciales, de qué modo hacen uso

versitario. Para adquirir estudios, se interpo-

nen numerosos obstáculos, entre ellos las

tasas, el coste de materiales y el trato dis-

criminatorio por parte de los maestros y de

otros niños.24  En el noroeste de Australia, sólo

7 por ciento de los aborígenes tiene titulación

universitaria, frente al 30 por ciento del resto

de la población.

Debido a que poseen menos cualif ica-

ciones, los miembros de los grupos discrimi-

nados tienden a ocupar puestos de trabajo

manuales y no especializados. En muchas re-

giones, se han visto especialmente afectados

por los cambios globales de la economía inter-

nacional, reduciéndose aún más los niveles re-

lativos de ingresos de estos grupos, a diferen-

cia de otros con más estudios o con mejor

acceso a la economía moderna.

La tierra

Para muchos grupos, y especialmente para

numerosos pueblos indígenas, la tierra tiene

un significado social especial. Para estos gru-

pos, la tierra es también un recurso esencial

de subsistencia económica. Al carecer de otros

conocimientos especializados con los que co-

merciar o de una base económica alternativa,

constituye un recurso económico decisivo. En

este sentido, la cultura y la economía no pue-

den separarse.

En Canadá, el reasentamiento de muchos

cientos de canadienses indígenas que llevó a

cabo el gobierno debilitó o acabó con la auto-

suficiencia económica de aquéllos y produjo

efectos negativos graves en su salud. Los innu,
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de la educación y otros servicios y participan

en la economía, y si disfrutan de un nivel de

vida más alto o más bajo. Éste es sin duda un

asunto de la mayor importancia. Sin informa-

ción precisa, no pueden verif icarse las

denuncias ni puede evaluarse la efectividad o

relevancia de las políticas públicas destinadas

a reducir la discriminación y la desventaja.

La experiencia de Brasil ilustra bien esta

cuestión. Brasil importó entre los siglos XVI y

XIX el número más elevado de esclavos

africanos, y fue el último país del continente

americano que abolió la esclavitud, en 1888.27

Posteriormente, muchos trabajadores euro-

peos fueron importados al país debido a que

se decía que los trabajadores negros eran

inferiores. Con el fin de dar apoyo al naciona-

lismo brasileño, se desarrolló después un mito

de “democracia racial”.28  Durante la mayor

parte del siglo XX, mientras las profundas des-

igualdades entre negros y blancos resultaban

evidentes, las élites blancas de Brasil podían

negar la existencia de discriminación racial en

el país. En efecto, en el periodo inmediata-

mente posterior a la fecha en que Brasil ratificó la Convención

Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-

criminación Racial, la información sobre el color y la raza se

eliminó de hecho del censo de 1970.29

Este mito de la “democracia racial” no fue contestado en

serio hasta finales de la década de 1970, fecha en que los

investigadores comenzaron a presentar estadísticas detalladas,

desglosadas según la raza. Estos datos pusieron de relieve el

grado de las prácticas discriminatorias. Un estudio de 1999,

por ejemplo, expuso que los negros tenían entre 17 y 45 por

ciento más de probabilidades que los blancos de estar

desempleados; y que en determinadas áreas metropolitanas,

existían desigualdades considerables y uniformes en los ingre-

sos de los trabajadores negros comparados con otros trabaja-

dores. Otro estudio señaló, en 1997, que 32 por ciento de las

viviendas ocupadas por brasileños de linaje africano no eran

aptas (según criterios objetivos), en comparación con el doce

por ciento de las viviendas destinadas a blancos.

Finalmente la obtención de estadísticas fiables es sin duda

un requisito para que una estrategia logre mejorar los derechos

de los grupos discriminados. Al mismo tiempo, las estadísti-

cas pueden emplearse también para fortalecer estereotipos, por

lo que deben tomarse medidas encaminadas a garantizar una

protección adecuada de la intimidad de las personas.
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